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DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala y Alicia Pintos. 


INVITADOS: Por el CIU señor Nelson Penino, Prosecretario del Consejo Directivo de la Cámara de 
Industrias del Uruguay, y doctores Pelayo Scremini, Secretario de la Comisión de 
Relaciones Socio-laborales; Gonzalo Irrazábal, asesor de la Comisión de Relaciones Socio- 
laborales, y Juan José Fraschini, miembro de la Comisión de Relaciones Socio-laborales. 


Por CUDESP señor Presidente, contador Daniel Charlone y su Secretario, señor César 
Bonaudi. 


SEÑOR PRESIDENTE ad hoc (Cabrera Casas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a una delegación de la Cámara de Industrias del Uruguay, integrada por el señor Nelson 
Penino, Prosecretario del Consejo Directivo de la Cámara de Industrias del Uruguay, y por los doctores 
Pelayo Scremini, Secretario de la Comisión de Relaciones Socio-laborales; Gonzalo Irrazábal, asesor de la 
Comisión de Relaciones Socio-laborales, y Juan José Fraschini, miembro de la Comisión de Relaciones 


Socio-laborales, quienes vienen a hacer sus comentarios al proyecto sobre responsabilidad de empleadores, 
contratistas, subcontratistas, empresas suministradoras de personal e intermediarios, que está a consideración 
de esta Comisión, que ha sido presentado por la bancada de Gobierno como sustitutivo al enviado por el 
Poder Ejecutivo. A tales efectos, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR PENINO.- Buenas tardes. 
Gracias por esta invitación que nos permite opinar sobre un proyecto que realmente nos preocupa mucho. 


SEÑOR FRASCHINI.- Como decía el señor Penino, les agradecemos la oportunidad que se nos 
presenta de hacer algunas consideraciones generales sobre este proyecto de ley que está a 
consideración de la Comisión, sin perjuicio de que se considerara conveniente que hiciéramos una 
presentación por escrito un poco más profunda que los comentarios que vamos a realizar, con sus 
debidas fundamentaciones. 


En primer lugar, mencionaremos una cuestión de carácter general. Nos causa un poco de sorpresa que la 
Comisión de Legislación del Trabajo esté actualmente considerando este proyecto de ley, básicamente porque 
la Cámara de Industrias del Uruguay, al igual que otras instituciones empresariales, el PPECNT y el 
Gobierno, forman parte del Consejo Superior Tripartito. Este Consejo, en los hechos, se está convirtiendo en 
un espacio de institucionalización del diálogo social, donde los actores sociales ponemos a consideración los 
temas que entendemos son de interés común para todas las partes involucradas y, en especial, para el sistema 
de relaciones laborales de nuestro país. 


El Consejo Superior Tripartito aprobó el año pasado una agenda temática consolidada, integrada con temas 
propuestos por el PPZCNT, por su parte, y las cámaras empresariales, por la nuestra. Precisamente, dentro de 
los temas que conforman esta agenda, se encuentra todo lo relacionado con las tercerizaciones en el 
desempeño de diferentes trabajos. 


No solo este tema forma parte de la agenda consolidada, si no que se crearon algunas subcomisiones 
especiales para tratar los temas que los actores considerábamos prioritarios. Una de las subcomisiones que se 
creó, y que está integrada con representantes tanto del Gobierno como del PIECNT y de las cámaras 
empresariales, es precisamente la relativa a la consideración de este tema. Al poco tiempo, surgió la 
propuesta que en octubre del año pasado hizo el Poder Ejecutivo, enviando un proyecto de ley al Parlamento, 
que ahora es sustituido por este presentado por la bancada gubernamental. Eso generó inquietud en el ámbito 
del Consejo Superior Tripartito. En las reuniones del Consejo que se han desarrollado en el transcurso de este 
año -próximamente tendremos una reunión porque lo hacemos periódicamente, todos los meses, y en forma 
extraordinaria cuando las partes lo solicitan-, ante la inquietud del sector empresarial en cuanto a qué estaba 
ocurriendo con este tema en el Parlamento, se manifestó que la consideración del proyecto iba a detenerse a 
la espera de los avances que puedan darse en el ámbito del Consejo Superior Tripartito y, en especial, de esa 
subcomisión específica que ha sido creada. 


Nosotros entendemos que el Parlamento, obviamente, tiene sus competencias constitucionales para analizar 
todos los temas que crea del caso y, en particular, los que sean de carácter general; pero también entendemos 
-y así lo consideramos- que todo lo que hace a las relaciones colectivas de trabajo es una materia sumamente 
sensible y en la cual la posición de los interlocutores sociales es fundamental. Entonces, a nosotros nos 
parece que -con el máximo respeto por las atribuciones del Poder Legislativo- los avances que puedan darse 
en el intercambio de posiciones sobre los diversos temas en forma bipartita o tripartita van a tener mucho más 
impacto que lo que pueda ser impuesto a todas nuestras empresas y trabajadores por medio de leyes que no 
lograron obtener un apoyo importante de estos sectores. 


En tal sentido, consideramos fundamental lograr algún consenso en esta materia -reitero, respetando la 
autonomía del Poder Legislativo- antes de que se continúe avanzando en el análisis del proyecto y antes de 
que sea "tarde" -entre comillas, ya que se puede llegar a decir que nunca es tarde. 


En segundo término, también con carácter general, queremos decir que uno de los objetivos de este proyecto 
de ley parece ser combatir el informalismo; sin embargo, nosotros consideramos que en la práctica puede 
darse un efecto contrario. Esto lo digo porque a través de la subcontratación, a través de empresas 
suministradoras de personal y a través de las empresas unipersonales, debidamente registradas en el BPS, 


creemos que, en alguna medida, se ha logrado -quizás sea poco- disminuir el informalismo. En cambio, la 
falta de seguridad y de certeza jurídica que pondría sobre la mesa este proyecto de ley, por sus características 
muy generales y por su imprecisión en la definición de sus contenidos, en la práctica provocará el efecto 
contrario al objetivo buscado y contribuirá a aumentar el informalismo. 


El artículo 1” es tan generalista que cualquier tipo de vinculación, no solamente en el ámbito del derecho del 
trabajo, sino también en el del derecho civil, podría verse comprendida en ese artículo. No se sabe hasta qué 
limite se extiende la responsabilidad de las diferentes empresas que puedan estar vinculadas por una relación 
de esta naturaleza. Este artículo habla de la intermediación bajo cualquier modalidad para la ejecución de 
obras o prestación de servicios. O sea que ingresan no solo las relaciones de trabajo, sino también los 
arrendamientos de obra y de servicio que están regulados por el Código Civil. De ese modo se estaría 
invadiendo un campo de acción que limitaría claramente la autonomía de la voluntad de las partes, y nuestro 
sistema afectaría de un modo importante nuestro régimen de derecho privado, que funciona en el país desde 
hace muchísimos años. 


Esto lo decimos sin perjuicio de que la Cámara de Industrias, desde su punto de vista, pueda discrepar con el 
hecho de que se esté consagrando en este proyecto la responsabilidad solidaria de las empresas, dejando de 
lado una responsabilidad subsidiaria que en algunas materias está prevista por la ley vigente, y ampliando la 
responsabilidad, lo que en la aplicación práctica -reitero- llevará a una gran incertidumbre en el accionar 
comercial, mercantil y empresarial de todas nuestras empresas. Este artículo 1” es tan extenso, tan 
omnicomprensivo que, inclusive, se refiere a la situación de las propias empresas unipersonales, cuya figura 
ha sido reconocida y a la que se le establecen determinados mecanismos específicos en la última ley que 
aprobó la reforma de la Seguridad Social en Uruguay. 


Posteriormente el doctor Irrazábal se referirá a algunos aspectos vinculados con este artículo y el artículo 2. 


El artículo 3” también contiene un aspecto general que, desde el punto de vista empresarial, nos preocupa. Me 
refiero a la especificación o definición de salarios mínimos para los diferentes regímenes de actividad y para 
los diferentes sectores de actividad que, en alguna medida, es lo que se pretende con el nuevo funcionamiento 
de los Consejos de Salarios en el Uruguay. Pero, a partir de allí, que se haga una generalización que 
comprenda todas las remuneraciones de los trabajadores, nos preocupa seriamente. 


Desde el punto de vista empresarial, siempre hemos sostenido la vigencia del principio de que a igual trabajo 
o a igual función, igual remuneración mínima. ¿Por qué decimos esto? Porque dentro de los conceptos 
retributivos, además de lo que implica el desempeño de una tarea o de una actividad puntual, está todo lo que 
agrega a esa actividad las características personales de los trabajadores que la realizan. Es lo que en el ámbito 
de la dirección de personal o de recursos humanos se denomina categoría profesional que le agrega la 
persona. Esto apunta a su experiencia, a sus habilidades específicas, a sus condiciones técnicas, etcétera; es 
decir, todo aquello que pueda enriquecer el puesto de trabajo debido a las condiciones propias y específicas 
de una persona en particular. 


Tal vez esto pueda no ser muy tangible o muy visible cuando uno se refiere a tareas desempeñadas por 
personal obrero porque, en general, estas tareas tienen igual remuneración en las empresas; pero cuando uno 
aplica el mismo criterio para personas con una capacitación técnica o profesional determinada o una 
capacitación que le fue dando la propia experiencia con el transcurso de los años, vemos que este panorama 
puede verse afectado y, en lugar de que este proyecto apunte a obtener una equidad en un sistema de 
remuneraciones, tendría, por el contrario, un impacto de inequidades en ese sistema de remuneraciones. 


Sobre esto podemos tener ejemplos muy concretos. Puede darse el caso de una secretaria que desempeña 
funciones en una empresa con determinadas habilidades e historia en la misma y tener que ser 
transitoriamente sustituida por otra secretaria. Lo importante es que esa otra secretaria reciba una retribución 
acorde con el desempeño de la tarea que va a realizar; esto no implica la exigencia de que su retribución no 
pueda ser inferior a la de la persona que es titular. Pongo este ejemplo porque, tal vez, en la categoría de un 
obrero, de un operario o de un maquinista, puede no ser tan visible, pero cuando uno apunta a otro tipo de 
tareas en las cuales también puede ser muy común que se acuda a la intermediación, esto parece más notorio. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Todos sabemos que el sector, históricamente, ha reclamado reglas de juego 
claras y eso no es otra cosa que intentar conseguir transparencia en las normas y así disminuir la falta 


de certeza jurídica, con un agravante: hay una diferencia sustancial entre la incertidumbre en el 
derecho del trabajo y la incertidumbre en cualquier otra rama del derecho. El conflicto que provoca la 
incertidumbre en el derecho del trabajo no siempre se resuelve en los tribunales; en cambio, las 
diferencias en otras áreas reguladas por el derecho generalmente se sustancian en un tribunal. Por eso 
estimamos que se debe ser muy cuidadoso en los términos, y los textos deben contar con la mayor 
cantidad de definiciones y descripciones posibles del interés jurídico a tutelar, los casos a los que se 
aplica la norma, las sanciones, etcétera. 


Consideramos que el texto que está a estudio de esta Comisión no tiene esa precisión o esa característica que 
contribuya a dotar de certeza a estas situaciones amparadas por el derecho del trabajo. Creemos que el texto 
propuesto tampoco distingue aquellas situaciones que deben ser regidas por el derecho del trabajo de las que 
deben ser regidas por el derecho civil, como el contrato que legítimamente pueden celebrar dos empresas. 


Compartimos uno de los objetivos del proyecto: combatir el informalismo, eso lo destacaba el doctor 
Fraschini. Creemos que este accionar no debe terminar atacando precisamente al empleador que, 
legítimamente y amparado en el derecho civil, contrata a otra empresa porque ha definido dentro de sus 
competencias que determinada área de la empresa o determinada actividad no se corresponde con su plan 
estratégico, con su accionar o con su visión del mercado que tiene que enfrentar, por ejemplo. 


También destacamos algo que estaba en la exposición de motivos del proyecto del año 2005, cuando se 
reconoce que el fenómeno de las tercerizaciones es multicausal y no responde solo a una desprotección del 
trabajador, como muchas veces se ha manifiestado, y sí responde a causas económicas, tecnológicas, 
organizativas, laborales, filosóficas, entre otras. El fenómeno de la tercerización tiene muchas causas, que no 
son oscuros intereses que se mueven atrás de la desprotección del trabajador. Puede ser, simplemente, la 
legítima decisión de la empresa de enfocar su actividad, priorizando o realizando un plan estratégico que 
determine que tenga que contratar a otra empresa para la realización de determinada actividad, obra o 
servicio. 


Creemos que esta imprecisión o esta generalidad no se subsana con la reglamentación que se debería dictar 
en el plazo de noventa días porque, precisamente, el hecho de no estar especificadas algunas definiciones en 
el texto de la ley contribuye a aumentar la falta de certeza jurídica y a la oscilación de la jurisprudencia. 
Muchos de los señores Representantes que hoy integran esta Comisión están o estuvieron vinculados al 
derecho del trabajo y les consta que a veces esas oscilaciones de la jurisprudencia provocan discusiones que 
terminan en situaciones conflictivas difíciles de superar. Creemos que el hecho de que la reglamentación se 
vaya a dictar en un plazo determinado y que no figure en la ley contribuye a aumentar esta falta de certeza 
jurídica. A veces es preferible tener un texto con el que se discrepe y no discrepar con uno que no se conoce, 
en cuyo caso nos tenemos que remitir pura y exclusivamente a este texto. No nos preocupa la reglamentación 
posterior porque conocemos cuál es el alcance, la visión o, como decíamos al principio, cuál es el interés que 
se intenta proteger 


En cuanto a la responsabilidad "ad infinitum" del empleador, que es solidariamente responsable y, en 
definitiva, determina que cualquier dependiente que considere del caso efectuar una reclamación -esto forma 
parte de la realidad- lo hará contra quien crea pueda ser más solvente y no contra quien, eventualmente, 
contrató sus servicios, ejerció las potestades de empleador y fue el destinatario del fruto de su esfuerzo y de 
su trabajo, creemos que es injusto y que afecta, precisamente, a las empresas formales. Coincidimos con lo 
expresado por el doctor Fraschini en cuanto a que el proyecto termina perjudicando a las empresas 
formalmente instaladas porque son las que, de acuerdo al texto proyectado, terminarían respondiendo. Esta 
imprecisión o esta generalidad se traduce en algunos ejemplos. 


El texto propone que el empresario o empleador sea solidariamente responsable y que su responsabilidad 
quede limitada a las obligaciones devengadas durante el período de contratación, subcontratación o 
suministro de personal o intermediación. Se me ocurrió pensar en un ejemplo: una trabajadora que 
desempeña una actividad en una empresa durante determinada semana y que a mitad de la semana su 
empleador decide desvincularla y esa persona está en estado de gravidez. ¿La empresa que la tomó debería 
conocer esa situación? ¿Cómo la puede controlar? ¿Tenía acceso a la información? ¿Había una comunicación 
al empleador para el pago de una indemnización especial? La falta de certeza jurídica contribuye a aumentar 
la contingencia incierta del empresario y esto se traduce en costos del producto final o del servicio. Creemos 
que no es bueno que esto suceda; lo que se reclama es certeza sobre los costos de la actividad empresarial. 


También podría darse el ejemplo de que alguien trabaje en la empresa determinadas horas, pero que la 
jornada la empieza a las seis de la mañana, por lo que esas serían horas extra. El texto no aclara si por esta 
responsabilidad limitada a las obligaciones devengadas durante el período de contratación correspondería o 
no que yo me hiciese cargo de esas horas extra. 


Pongo ejemplos que pueden prestarse a confusión y que sería bueno que estuvieran aclarados -más allá de las 
posiciones- en un texto legal y no en un decreto reglamentario. La idea es llamar la atención de la Comisión 
sobre cuál es la preocupación desde el sector empresarial. 


Otro asunto que nos preocupa y que está incluido dentro del artículo 2% es cuando se expresa que en ningún 
caso podrán emplearse estas modalidades de contratación para reemplazar a trabajadores en conflicto. No es 
que se esté de acuerdo en reemplazar a trabajadores en conflicto, sino que aquí no está definida ninguna 
acción ni actitud: no está definido en ninguna de las normas de este asistémico sistema -valga la redundancia- 
de relaciones laborales cuál es el concepto de conflicto. No sabemos cuáles son los conflictos legítimos o 
ilegítimos y, si los hay, cuáles son los que se regulan de acuerdo a determinados procedimientos y cuáles no, 
cuáles son los sujetos de conflicto, cuáles son las responsabilidades: la famosa regulación del derecho de 
huelga. Esto es incluir un elemento más que no contribuye a la certeza jurídica y sí a generar situaciones que 
muchas veces no terminan siendo discutidas en los tribunales sino en el seno de la actividad diaria de las 
empresas. Creemos que el artículo 2” peca de generalidad, falta de definición o de concreción de algunos 
conceptos que sería bueno se acotaran. 


El proyecto de 2005 establecía un procedimiento novedoso, complejo, con la intervención de la Inspección 
de Trabajo, que habilitaba una retención si así era pedido. Si bien esto puede tener otros inconvenientes, no 
tiene el riesgo de la incertidumbre en el costo económico. Creemos que en un texto tan genérico como el del 
artículo 1* nos resulta difícil prever cuáles pueden ser las soluciones a los conflictos -en los tribunales o fuera 
de estos- que se puedan plantear. 


SEÑOR FRASCHINI.- En proyectos con contenidos similares a este habría que cuidarse de no delegar 
funciones de contralor, que son propias del Estado, en las empresas. El hecho de establecer una 
responsabilidad solidaria -que implica que se puede ir contra cualquiera de las empresas sin seguir 
ningún orden, a diferencia de la responsabilidad subsidiaria, que exige ir primero contra la "empresa 
deudora", entre comillas-, va a exigir que las empresas tengan determinado sistema de contralor 
propio del Estado. En alguna medida se estaría incurriendo en costos, en un aumento de 
infraestructura de parte de las empresas para atender estas situaciones que llevarían a cierta 
ineficiencia por parte de las empresas, pero por otro lado, estas no pueden sustituir al Estado y a los 
organismos de control regulados por la ley, públicos, oficiales, en esa función. 


También se debe tener en cuenta que, dada la generalidad de la ley, hay algunos artículos del proyecto que 
parecen referirse exclusivamente a situaciones concretas, sin así determinarlo. Por ejemplo, si ustedes 
analizan el artículo 4”, donde se hace referencia a la necesidad de que el trabajador sea informado 
previamente sobre el empleador para el cual prestará servicios, esto es válido en el caso de una empresa que 
suministra personal a otra, pero no es válido en el caso de subcontrataciones u otro tipo de intermediaciones 
en las cuales las empresas que cumplen con esa función tienen trabajadores con anterioridad; no es que estén 
tomando personal nuevo para ese tipo de funciones. 


Por último, creo que es importante destacar el hecho de contemplar algunas situaciones en forma específica, 
como lo hace el artículo 7”, dejando de lado todo lo que se refiere a las contribuciones específicas de 
seguridad social para la construcción porque, efectivamente, allí hay una serie de normas que se vienen 
aplicando desde hace muchos años y se entraría en un sector muy específico de actividad que una ley con 
esta generalidad podría afectar. Así como por un lado la ley tiene en cuenta que la construcción exige alguna 
regulación específica, y así lo destaca, por otro, algunos artículos no siguen la misma hermenéutica 
legislativa y, por el contrario, generalizan aspectos que no son generalizables. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me parece que es clara la tesitura de la delegación que nos visita con 
respecto a este proyecto de ley; por lo tanto, no pretendo profundizar en las discrepancias. En todo 
caso, quiero hacer dos consultas teóricas con respecto a esta iniciativa, una general y otra más 
específica. 


La más general es la siguiente. Nosotros representamos un partido político que nada tiene que ver con la 
iniciativa de este proyecto, que fue presentado por la bancada de Gobierno. Sin embargo, presumimos - 
inclusive, por lo que hemos conversado informalmente entre nosotros- que reposa sobre un supuesto fáctico - 
discutible; creo que no es oportunidad de analizarlo ahora- según el cual en estos sistemas de contratación de 
personal se producen frecuentemente situaciones de apartamiento de los preceptos en materia laboral y de 
incumplimiento de los derechos de los trabajadores. Esto, por supuesto, es discutible, pero entiendo válido su 
planteamiento. Por lo tanto, desde ese punto de vista, lo legitimo. 


Si tomáramos como válido ese planteamiento -independientemente, reitero, de la valoración que le diéramos 
a esos hechos- la Cámara de Industrias -que, queda claro, entiende que estos no son instrumentos válidos para 
atender esas situaciones que se supone que se dan-, ¿entiende que algo podría llegar a hacerse o que podría 
pensarse en algún instrumento jurídico nuevo adicional a los ya existentes? ¿O considera que la legislación 
vigente es suficiente y otorga herramientas para combatir cualquier situación de incumplimiento de los 
derechos de los trabajadores que devenga de la circunstancia de que el trabajo no se cumple en relación de 
dependencia directa del contratante sino que hay un intermediario que provee la mano de obra intermedia en 
la relación laboral? Con esto, por supuesto, no pretendo que la Cámara de Industrias nos asesore 
brindándonos elementos que la Comisión no ha sido capaz de concebir; no tiene por qué hacerlo. 


Está claro que la Cámara no está de acuerdo con este proyecto, pero querría saber si entiende que algo 
distinto a esto podría hacerse. Quizás mi pregunta es demasiado genérica y teórica, pero me parece 
importante hacerla. De alguna forma, es una manera de profundizar en el análisis que estamos teniendo. 


En segundo lugar, quiero hacer una consulta más concreta que tiene que ver con la diferencia entre lo malo y 
lo peor. El doctor Irrazábal hacía referencia a que es preocupación de la Cámara de Industrias la futura 
reglamentación que tendría este texto legal si llegara a convertirse en ley. Me quedó la impresión de que, 
partiendo de la base de que es un mal proyecto de ley o que, en todo caso, definiría una mala norma 
legislativa, la situación podría ser más grave o que a la Cámara le preocupan los términos de la 
reglamentación. A la hora de legislar me interesaría saber -si pudiéramos tener alguna noticia- cuáles aspectos 
de la futura reglamentación preocupan más a la Cámara de Industrias. Ante la eventualidad de que este 
proyecto o uno muy similar se convierta en ley, antes de su aprobación podríamos -independientemente de 
que acompañáramos el proyecto en general o algunos de sus artículos- prevenir legislativamente aquellos 
aspectos que una reglamentación futura negativa podría concretar. 


Esos son los dos aspectos que quería consultar en relación a este tema, que recién empezamos a analizar. 
SEÑOR FRASCHINI.- Voy a responder la primera de las inquietudes del señor Diputado. 


En primer lugar, obviamente, es preocupación de la Cámara de Industrias que existan situaciones de 
incumplimiento de los derechos de los trabajadores. Desde ese punto de vista, somos los primeros en inculcar 
a nuestros asociados que las normas existen y hay que cumplirlas. Inclusive, muchas veces esto va por 
encima de las normas; no solo por razones imperativas legales, sino por razones morales, por lo que implica 
el trato de los trabajadores. De manera que siempre vamos a apoyar el cumplimiento y el respeto de los 
derechos de los trabajadores, ya sea en el ámbito nacional, a nivel interno como Cámara, como en los 
ámbitos internacionales en los que actuamos, como la Organización Internacional de Empleadores, la OIT, 
etcétera. En los diferentes ámbitos no tenemos dos discursos ni dos literaturas. 


En segundo término, en lo que hace a si la legislación actual es o no suficiente, podemos decir lo siguiente. 
La legislación actual, por un lado, establece la responsabilidad subsidiaria en el caso de subcontratación o 
intermediación de la empresa que es contratante principal y, a su vez, tenemos lo que surge del Convenio 
Internacional de Trabajo N* 181 que ha sido ratificado por nuestro país. Al respecto, hay un proyecto de 
reglamentación que se hizo en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social durante el último año 
de la anterior Administración y que quedó pendiente de aprobación por el Poder Ejecutivo. Como ese 
Convenio empezó a regir a mediados del año pasado, no tenía mucha razón aprobar su reglamentación hasta 
que estuviera en vigencia ya que, además, iba a producirse un cambio de Gobierno. Quienes formamos parte 
de esa Comisión entendimos razonable la explicación que nos dio el Ministerio y las razones por las cuales 
este proyecto quedaba en suspenso. 


Independientemente de estas consideraciones, es importante señalar que la Cámara de Industrias, como 
miembro del Consejo Superior Tripartito, aceptó que este tema formara parte de la agenda consolidada del 
Consejo y aceptó, inclusive, integrar la Subcomisión específica que fue creada para el análisis de este tema. 
Es decir que, sin perjuicio de lo señalado con anterioridad, a partir de la aceptación y de la aprobación de la 
agenda consolidada del Consejo Superior Tripartito, como Cámara de Industrias aceptamos el análisis y la 
consideración de este tema. Lamentablemente, en la práctica se pueden dar situaciones que exceden las 
manifestaciones de interés o de deseo de nuestra agremiación -así como de otras gremiales empresariales- y 
que pueden generar en la práctica situaciones problemáticas o conflictivas. Tal vez sea necesario por la vía de 
un decreto del Poder Ejecutivo o, inclusive, si se apuntara a considerar aspectos vinculados con la 
responsabilidad de las empresas, por vía de ley, aprobar un cuerpo normativo que, en alguna medida, regule 
esas situaciones y mitigue los impactos negativos que pueden generar hoy ciertas incertidumbres que, en 
definitiva, pueden quedar exclusivamente sujetas a la apreciación y discrecionalidad del Poder Judicial en el 
análisis de cada caso en particular. 


Desde ese punto de vista, no tendríamos inconveniente, como Cámara de Industrias, en que hubiera una 
regulación en esta materia. Sin embargo, aclaramos que debería contribuir a crear certeza y no mayor 
incertidumbre, como parece que surgiría de este proyecto de ley. 


Estos son los aspectos generales que nos parece importante tener en cuenta. La legislación de hoy puede ser 
suficiente, pero si hay inquietud de uno de los interlocutores sociales que piensa que hay que regular algo, en 
aras del diálogo social, como Cámara y como contribuyentes y partícipes del diálogo social, estamos 
dispuestos a considerar el tema y a tratar de encontrar una regulación que elimine incertidumbres e 
inequidades y proteja los derechos de los trabajadores sin entrar en excesos, como los que pueden resultar, no 
del espíritu de este proyecto sino de su aplicación, si el texto queda como ha sido propuesto. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Voy a contestar la segunda pregunta del señor Diputado. 


Todo texto genérico o general -proyecto de ley o de cualquier naturaleza- da lugar a más de una 
interpretación. Si ese texto es jurídico, con más razón. Quizás los abogados estamos formados para discutir lo 
que no se puede discutir. El texto es genérico y las preocupaciones que surgen es porque no hay definiciones. 
En el texto no se define qué es una relación de intermediación bajo cualquier modalidad, ni cuáles son las 
situaciones que estarían amparadas por el derecho civil -contratación entre empresas- y cuáles podrían ser 
afectadas por esta norma, estando vinculadas al derecho del trabajo. Tampoco hay definición de cuáles son 
las situaciones de conflicto ni de qué es el conflicto. Cuanto más se pueda desagregar, especificar, definir o 
conceptualizar lo que la norma intenta regular, menos incertidumbre va a generarse. 


No creemos que sea bueno aprobar un marco tan general y que su contenido sea luego definido por un 
decreto. 


Tampoco se establece ningún tipo de mecanismo para regular esa responsabilidad solidaria o para delimitar 
su alcance. Los ejemplos que se nos ocurren nos generan dudas en cuanto a si esta norma no va a dejar una 
cantidad de vacíos legales. 


Para finalizar, coincido con lo que planteaba el señor Diputado Pablo Abdala: ¿cuál es la "ratio legis", el 
fundamento o lo que inspira esta norma? Uno lo tiene que interpretar. Si es el combate a la informalidad, 
creemos que esto contribuye a aumentarla. Si la inspiración de este proyecto de ley está en la protección de 
los trabajadores que en determinadas situaciones pudiesen ver vulnerados sus derechos, creemos que eso se 
puede regular y ser mucho más precisos atacando lo que produce esa vulneración. Se puede proteger aquello 
que la experiencia o la visión indican que puede ser vulnerado sin establecer un texto con responsabilidades 
genéricas que abarca a empresas o personas jurídicas que en nada están vinculadas a la contratación del 
trabajador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos los conceptos vertidos por los invitados. Si tienen interés en 
hacer llegar algún informe detallado por escrito, naturalmente, será un insumo muy bienvenido por 
esta Comisión. 


(Se retira de sala la delegación de la Cámara de Industrias del Uruguay). 


(Ingresa a sala una delegación de la Cámara Uruguaya de Empresas Suministradoras de Personal). 


Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida la delegación de la Cámara Uruguaya de 
Empresas Suministradoras de Personal, integrada por su Presidente, el contador Daniel Charlone y por su 
Secretario, el señor César Bonaudi. 


El motivo de esta invitación es conocer su opinión sobre el proyecto de ley presentado por la bancada de 
Gobierno que intenta regular las formas de subcontratación e intermediación del trabajo, así como el 
funcionamiento de las empresas suministradoras de personal y los intermediarios. Quisiéramos saber cómo 
creen que esto podría incidir en la casuística y en la forma de desarrollar su actividad. 


SEÑOR CHARLONE.- Soy Presidente de la Cámara Uruguaya de Empresas Suministradoras de 
Personal y Presidente de la Confederación Latinoamericana. 


Aunque el proyecto es más amplio, vamos a hablar solo de lo que refiere a las empresas suministradoras de 
personal. En lo que respecta a nuestro sector, no tenemos mayores observaciones. Lo único que podemos 
plantear tiene que ver con el artículo 3”, que exige un salario y condiciones de empleo que no pueden ser 
inferiores a las de la gente que está actualmente trabajando. Eso fue largamente discutido en los Consejos de 
Salarios en los que participamos y lo que entendimos es que la parte sindical se dio por satisfecha si al menos 
se respetaba el laudo de la actividad o el ramo que le correspondiera al trabajador.. 


Antes, esta actividad no tenía ningún tipo de reglamentación, pero en el caso de que la hubiera, no queríamos 
que esta actividad fuera usada para bajar el sueldo de la gente. Por lo menos, que se respetara esto. Fue 
aceptado inmediatamente por el sindicato y nuestro convenio se firmó en 35 minutos, o algo así. Fue un 
récord. 


Entendemos que si ponemos una persona temporal en las mismas condiciones que el empleado que está 
adentro, eso va a entorpecer un poco la actividad. Decimos esto porque, generalmente, en el caso de la 
persona que está adentro, su remuneración está integrada por otros factores intangibles, por ejemplo, 
confianza, experiencia e idoneidad para el ejercicio en el puesto. Entonces, la persona que viene a hacer una 
suplencia de tres meses no puede estar en las mismas condiciones, y fijarle la misma remuneración no parece 
lógico. 


Diría que en el caso del artículo 3, nos remitiéramos a lo establecido en el Consejo de Salarios, donde se 
dice que se debe respetar el laudo de la actividad que realiza la persona en el sector en el que esté involucrada 
la empresa. 


En cuanto al resto del proyecto, entendemos que es muy positivo. Ya lo hemos hablado con el señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social y con el Presidente del Banco de Previsión Social. Cuando surgió este 
proyecto -existió uno parecido enviado por el Poder Ejecutivo- se planteó con la idea de eliminar la 
informalidad en el sector, porque si las empresas estaban obligadas a ser solidariamente responsables de algo 
que estaban contratando, iban a ver bien con quién contrataban, no lo iban a hacer con cualquier 
suministrador. Nosotros entendemos -y también las autoridades que recién mencioné- que esta iniciativa 
ayudará a combatir el informalismo en nuestro sector. Se van a tomar recaudos de control, exigir, por 
ejemplo, que nuestras empresas declaren periódicamente que están al día presentando planillas de trabajo, 
etcétera. Además, esto no es una novedad uruguaya, hay mucha legislación en el mundo sobre este tema. 


A su vez, ya se está dando en la práctica: cuando se produce un conflicto con un trabajador temporario el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cita a las dos partes y las hace responsables de algún 
incumplimiento que se haya producido. También hay sentencias judiciales muy frescas en las que se 
establece que son solidariamente responsables. Ante un conflicto en el cual no hubo acuerdo primario y pasa 
a la justicia, los Jueces laborales han entendido que ambas empresas son solidarias y responsables por 
haberes impagos que reclama el trabajador y por otras cosas. Son sentencias de ahora. 


Lo que en la práctica no ocurre es el tema de las prestaciones a la seguridad social; no hay ninguna 
solidaridad. Pero el trabajador también tiene su defensa, porque puede ir a la historia laboral y ver si hicieron 
los aportes. Inclusive, creo que el Banco de Previsión Social igual se los reconoce, aunque no hayan sido 
vertidos. 


Es decir que esto viene a convalidar algo que ya se está haciendo en la práctica. Por lo tanto, estamos 
totalmente de acuerdo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- La actividad parlamentaria es apasionante, porque en pocos minutos 
pueden escucharse versiones totalmente contrapuestas. Sin duda, es lo que da riqueza a las cosas. 


La delegación anterior manifestó una tesitura contraria al proyecto -y no creo cometer ninguna infidencia al 
decirlo-, fundamentalmente, basándose en una gran imprecisión del articulado, en que las definiciones no son 
claras y en que existe una gran laxitud en los términos. Me gustaría saber cuál es su valoración al respecto, si 
realizarían alguna precisión específica, si encuentran algún aspecto no está bien concebido o plantean alguna 
observación desde el punto de vista terminológico. 


SEÑOR CHARLONE.- Hace muchos años que venimos discutiendo este tema con la Cámara Nacional 
de Comercio y con la Cámara de Industrias del Uruguay. Ellos siempre nos dijeron que se iban a 
oponer a este tipo de reglamentación porque entendían que el Estado, cuando cobraba impuestos, tenía 
la obligación de controlar a las empresas y no ellos ponerse en controladores. Esa es su posición desde 
hace mucho tiempo porque los distintos presidentes de las Cámaras así lo han expresado cuando hemos 
ido para ver qué solución podía encontrarse para combatir el informalismo. 


Con respecto a la redacción, no soy abogado, pero hemos hecho revisar el proyecto con un profesional y no 
ha encontrado ningún aspecto a destacar. Yo lo leo y lo entiendo, con la excepción del artículo 7”, que se 
refiere a la construcción, pero es por ignorancia de nuestra parte. Tenemos entendido que la construcción 
queda afuera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes han manejado un argumento -que también lo he escuchado de parte 
de quienes redactaron el proyecto- en el sentido de que quien utiliza una empresa seleccionadora de 
personal debe cuidar cuál elige. Debe exigir los controles adecuados, lo cual es muy común cuando se 
realizan contratos entre empresas de prestación de servicios. En general, se pide un certificado de que 
está al día con el planillado de trabajo y demás. Pero tengo entendido que eso era válido en el proyecto 
original del Poder Ejecutivo en el cual la diligencia media del cliente en elegir una empresa buena en 
vez de una mala y exigirle que demuestre su cumplimiento tenía como consecuencia que se liberara de 
la responsabilidad. Es decir que ser diligente tenía premio. Controlar tenía premio. Con este proyecto, 
más allá de reducir la contingencia de pérdida, poco importa elegir una empresa buena o mala, porque 
en ambos casos se responde solidariamente al final. Si me equivoqué, siempre respondo. 


Mi pregunta es si ustedes no creen que este mecanismo que establece la norma no termina quitándole 
responsabilidad a las empresas malas porque, en definitiva, solidariamente un cliente va a pagar; e iguala a 
las malas con las buenas, en la medida en que, reitero, al final el cliente de ustedes siempre paga. 


SEÑOR BONAUDI.- ¿No será conveniente para el empresario que contrate una buena empresa, con 
este tipo de reglamentaciones, combatir la competencia en igualdad de condiciones? Si todos tenemos 
que cumplir con las leyes y somos solidarios, todos vamos a andar más o menos en el mismo precio. Si 
no existiera esto, cualquiera podría contratar otra empresa a menor valor. ¿No es una ventaja para el 
mismo empresario? 


SEÑOR CHARLONE.- Lo que dice el señor Presidente es correcto. 


El señor Murro, Presidente del Banco de Previsión Social, dijo que pensaba agregar un artículo a una ley 
respecto a los certificados que exige el Banco y decía que para nuestras empresas iba a crear un certificado 
especial que nosotros debíamos presentar a nuestro cliente cada vez que cobráramos nuestra factura y que el 
cliente tenía la obligación de controlar. Si no lo hacía, pasaba a ser solidario. Pienso que eso puede ser un 
poco injusto. Si el cliente controla, se exonera de responsabilidad y no pasa a esa bolsa en la que todos son 
responsables, hayan controlado, o no. En eso estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si quieren hacer algún aporte por escrito o algún informe, con todo gusto lo 
recibiremos como insumo para el debate en la Comisión. 


Agradecemos su presencia. 
SEÑOR CHARLONE.- Gracias a ustedes por invitarnos. 
(Se retira de Sala la delegación de la Cámara Uruguaya de Empresas Suministradoras de Personal) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el proyecto relativo a "Registro de mozos de cordel en la 
actividad fluvial de pasajeros. (Modificación de la legislación vigente)", según la redacción venida del 
Senado que figura en el Anexo Il. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
El miembro informante será el señor Diputado Pozzi. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


